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PONENCIA FAVORABLE PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

133 DE 2015 CÁMARA
por la cual se establece la Cátedra de Prevención  
al Consumo de Sustancias Psicoactivas en todas  

las Instituciones Educativas del País.
Bogotá, D. C., diciembre 9 del 2015
Doctor
ATILANO ALONSO GIRALDO ARBOLEDA 
Presidente Comisión Sexta Constitucional Per-

manente
Honorable Cámara de Representantes 
Bogotá, D. C.
Referencia: Ponencia favorable para primer 

debate al Proyecto de ley número 133 de 2015 Cá-
mara, por medio de la cual se establece la Cátedra 
de Prevención al Consumo de Sustancias Psicoacti-
vas en todas las Instituciones Educativas del País.

Apreciado señor Presidente:
Cumplo con el encargo de rendir ponencia para 

primer debate al Proyecto de ley número 133 de 
2015 Cámara, por medio de la cual se establece la 
Cátedra de Prevención al Consumo de Sustancias 
Psicoactivas en todas las Instituciones Educativas 
del País asignado por la Mesa Directiva de la Comi-
sión Sexta Constitucional Permanente de la Honora-
ble Cámara de Representantes, en cumplimiento de 
lo establecido en los artículos 153 y 156 de la Ley 5ª 
de 1992, para el cual he sido designado Coordinador 
Ponente.

Cordialmente,

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 133  

DE 2015 CÁMARA
por medio de la cual se establece la Cátedra para la 
Prevención al Consumo de Sustancias Psicoactivas 

en todas las Instituciones Educativas del País.
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 

150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992 y en atención 
a la designación efectuada por la Mesa Directiva de 
la Comisión Sexta Constitucional Permanente de la 
Honorable Cámara de Representantes, me permito 
presentar ponencia favorable para primer debate al 
Proyecto de ley número 133 de 2015 Cámara, por 
medio del cual se establece la Cátedra de Preven-
ción al Consumo de Sustancias Psicoactivas en to-
das las Instituciones Educativas del País.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. Antecedentes del proyecto de ley
El presente proyecto de ley con su respectiva ex-

posición de motivos fue radicado en la Secretaría 
General de la Honorable Cámara de Representantes, 
el día 30 de septiembre de 2015, por el honorable 
Representante Santiago Valencia González.

Remitido a la Comisión Sexta de la Honorable 
Cámara de Representantes el día 8 de octubre de 
2015, el señor Secretario designa como ponentes a 
los honorables Representantes Carlos Alberto Cuero, 
Víctor Javier Correa y Jorge Eliécer Tamayo.

El proyecto para el cual presento informe de po-
nencia fue debidamente publicado en la Gaceta del 
Congreso número 766 de 2015.

2. Objeto del proyecto
El proyecto de ley al que rendimos ponencia tiene 

como objeto crear la Cátedra de Prevención al Con-
sumo de Sustancias Psicoactivas en todas las Institu-
ciones Educativas del País contribuyendo al proce-
so de debida formación y reconstrucción de nuestra 
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infancia y juventud, consolidándose una verdadera 
cultura frente al consumo de drogas ilícitas, a través 
de la educación medio idóneo para que llegue a los 
potenciales consumidores la información sobre con-
tenidos, causas, efectos y consecuencias que produce 
el consumo de drogas ilícitas.

3. Contenido del proyecto
El proyecto cuenta con 8 artículos, incluido el de 

la vigencia del mismo.
En su artículo 1° plasma el objeto del proyecto de 

ley que pretende establecer la Cátedra para la Pre-
vención al Consumo de Sustancias Psicoactivas en 
todas las Instituciones del País, en los niveles Bási-
ca, Media y Superior del País, como una asignatura 
independiente.

En su parágrafo primero señala el objetivo de la 
Cátedra que es el de crear y consolidar un espacio 

-
pactos negativos que produce el consumo de estas 
sustancias, en busca de garantizar la salud, el bienes-
tar general y la calidad de vida de los colombianos.

En el parágrafo segundo de este primer artículo y 
en observancia del principio de autonomía adminis-
trativa asigna, a cada Institución de Educación Su-
perior, el deber de desarrollar la Cátedra objeto del 
proyecto, en concordancia con sus programas acadé-
micos y su modelo educativo.

En su artículo 2° establece el carácter obligatorio 
de la Cátedra de Prevención al Consumo de Sustan-
cias Psicoactivas, de conformidad con el mandato 
Constitucional consagrado en los artículos 44 y 49 
de nuestra Carta Magna.

En su artículo 3° ciñe el desarrollo de la Cátedra de 
Prevención al Consumo de Sustancias Psicoactivas a 

partida, para que cada Institución Educativa Pública 
o Privada lo adopte de acuerdo a las circunstancias 
de tiempo, modo y lugar que sean pertinentes.

Igualmente señala un término perentorio de 
seis (6) meses siguientes a la expedición de la pre-
sente ley, para que el Gobierno nacional, a través 
del Ministerio de Educación, expida el reglamen-
to correspondiente que determinará la estructura 
y el funcionamiento de la Catedra, el Ministerio 
de Educación coordinará con los Ministerios de 
Justicia y Cultura esta reglamentación, previa con-
vocatoria pública a las Entidades, Organismos de 
Control, Sociedad Civil y otros actores que tengan 
interés en el tema.

En su artículo 4° ordena a las Instituciones Educa-
tivas en los niveles básica y media incluir en sus res-
pectivos planes de estudio la Cátedra de Prevención 
al Consumo de Sustancias Psicoactivas, de acuerdo 
con la reglamentación que expida el Gobierno nacio-
nal, en virtud del artículo 3º de la presente ley.

El artículo 5° establece que el Plan Nacional de 
Desarrollo Educativo del que trata el artículo 72 de 
la Ley 115 de 1994 deberá tener en cuenta la Cátedra 
de Prevención al Consumo de Sustancias Psicoacti-
vas como un factor determinante para su ejecución.

El artículo 6° establece que el Gobierno nacio-
nal, a través del Ministerio de Educación, estable-
cerá los criterios y orientaciones requeridas para el 
cabal cumplimiento de lo dispuesto en la presente 
ley. También faculta a las Entidades Territoriales cer-

de inspección y vigilancia que les hayan sido dele-
-

plementen y desarrollen la Cátedra de Prevención al 
Consumo de Sustancias Psicoactivas.

En sus dos últimos artículos establece el plazo de 
seis (6) meses para la reglamentación y aplicación de 
la ley y la vigencia de la misma.

4. Marco jurídico del proyecto de ley
El Proyecto de ley número 133 de 2015 Cá-

mara, por medio de la cual se crea la Cátedra de 
Prevención al Consumo de Sustancias Psicoactivas 
pretende educar y prevenir a la población colombia-
na sobre el impacto y consecuencias del consumo de 
sustancia psicoactivas, proteger a nuestros jóvenes 

garantizar los derechos fundamentales a la vida, la 
salud, al libre desarrollo de la personalidad, la educa-
ción integral y el bienestar social de los colombianos.

Los artículos 44 y 45 de nuestra Constitución 
amparan los derechos fundamentales de los niños y 
adolescentes, etapas de la vida en la que se forma el 
ciudadano y que hoy se ven seriamente amenazadas 

drogas ilícitas.
La presente ponencia observa a demás, las dispo-

siciones constitucionales señaladas en los artículos 
154, 157, 158 y 169 referentes a la Iniciativa Legis-
lativa, formalidades de Publicidad, Unidad de Ma-
teria y título de la ley, y lo dispuesto el artículo 150 
referente a la función natural del Congreso, cual es 
hacer las leyes. De la misma manera, cumple la po-
nencia con lo establecido en los artículos 140 nume-
ral 1 de la Ley 5ª de 1992.

Es menester señalar que el Estado colombiano, 
en materia legislativa, cuenta con un andamiaje ju-
rídico para enfrentar el problema de las drogas, en 
el que hasta la fecha, no se registran políticas de 
prevención, para ilustración de los honorables Re-
presentantes haremos un breve registro de algunas 
de las normas más importantes, podríamos iniciar 
con el primer Estatuto Nacional de Estupefacien-
tes en el año 1974, luego a través de la Ley 30 de 
1986 se promulga un nuevo estatuto incorporando 

-
-

ciéndose por primera vez parámetros para la erra-
dicación de los cultivos ilícitos. Así mismo se debe 
resaltar que en la Constitución Política de 1991 el 
constituyente incluyó diferentes principios, deberes 
y derechos que determinan el marco normativo al 
que todo colombiano debe respetar y cumplir, por 
ejemplo en sus artículos 34 y 35 se estipula la ex-
tinción de dominio y se autoriza la extradición de 
nacionales colombianos. En los años 90 se expide 
la Ley 333 de 1996, luego la 793 en el 2002, la Ley 
1395 del 2010, la Ley de Seguridad Ciudadana 1453 
del 2011, amén de diferentes reglamentaciones ten-
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dientes a regular actividades que pudieran servir de 

sustancias que producen dependencia, pero ninguna 
norma orientada, como la que propone el presente 
proyecto de ley a la prevención al consumo a través 
de la educación.

La Ley 1566 del 31 de julio del 2012 es de gran 
importancia, a través de ella se dictan normas para 
garantizar la atención integral a personas que con-
sumen sustancias psicoactivas y consagra el derecho 
a personas que sufran trastornos mentales o cual-
quier otra patología derivada del consumo, abuso y 
adicción a sustancias psicoactivas a ser atendidas en 
forma integral por las entidades que conforman el 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y por 
las Instituciones públicas o privadas especializadas 
en el tratamiento de estos trastornos, gran avance 
sin duda pero ninguna disposición orientada a PRE-
VENIR real y efectivamente ese nocivo consumo, 
no obstante el contenido del artículo 6° de esta ley 
que ordena al Gobierno nacional en el marco de la 
Política Pública Nacional de Prevención y Atención 
a la Adicción de Sustancias Psicoactivas “formular 
líneas de política, estrategia, programas, acciones y 
procedimientos para prevenir el consumo, abuso y 
adicción de estas sustancias”, se crea incluso, me-
diante el artículo 8° de esta Ley el Premio Nacional 
Entidad Comprometida con la Prevención del Con-
sumo, abuso y adicción de las Sustancias Psicoacti-
vas” como reconocimiento al fomento de procesos 
de innovación, creación y adaptación para un mejor 
desarrollo de las prácticas de PREVENCIÓN a la 
adicción, lamentablemente estas disposiciones han 

5. Consideraciones generales
Con esta revisión, no tan completa como se qui-

siera, a las disposiciones existentes para la Preven-
ción al consumo de sustancias Psicoactivas, inicia-
mos las consideraciones generales que estimamos de 
superior importancia para que los honorables Repre-
sentantes que integramos esta Comisión Sexta poda-

-
vamente esta ley de iniciativa parlamentaria.

Debemos entonces, complementar el juicioso tra-
bajo del autor del proyecto honorable Representante 
Valencia González, con las siguientes apreciaciones 

En el marco de la política nacional para la reduc-
ción al consumo de SPA, el Gobierno del Presidente 
Álvaro Uribe Vélez, a través del entonces Ministro 
de la Protección Social, doctor Diego Palacio Be-
tancourt elaboró un resumen ejecutivo que registra 
el diagnóstico y propone medidas ambiciosas para 
contrarrestar los efectos del mismo, con la ayuda de 
ese documento y haciendo énfasis en la PREVEN-
CIÓN, mostraremos la conveniencia de establecer 
la Cátedra de Prevención al Consumo de sustancias 
Psicoactivas. 

El impacto negativo del consumo de sustancias 
psicoactivas afecta no solo al individuo y a su núcleo 
familiar sino a toda la sociedad, la realidad descrita 
por diversos estudios muestra que no solo existe en el 
país sino que afecta a un número importante de per-

sonas, especialmente jóvenes, las cifras muestran 
que más del 7% de la población joven-estudiante 
ha entrado en contacto al menos una vez en la vida 
con sustancias ilícitas, este porcentaje se acerca al 
20% en el caso de la población estudiantil univer-
sitaria y todos los indicadores muestran un soste-
nido y preocupante incremento. El Estudio Nacio-
nal de Salud Mental muestra por ejemplo, que al 
menos 3 colombianos de cada 20 han vivido algu-
na alteración en su salud mental recientemente y 
que los trastornos asociados al uso de sustancias 
psicoactivas incluido el alcohol ocupan el tercer 
lugar en frecuencia después de los de ansiedad y 
estado de ánimo. Otras tendencias muestran que 
niños y niñas inician cada vez más temprano su 

-
tivamente el entorno escolar, cambio de escuela, 
nuevos amigos y estado de indefensión propicia-
do por varios factores entre los que se destaca el 
desconocimiento de los efectos que genera el con-

Para reducir la incidencia del consumo de las sus-
tancias psicoactivas en Colombia es necesario de-
sarrollar una real política de PREVENCIÓN como 
estrategia idónea para proteger la salud, la calidad de 
vida y el bienestar social de nuestra comunidad parti-
cularmente la que se encuentra en las etapas de niñez 
y adolescencia, este proyecto de ley busca intervenir 
las variables a través de la educación, con la seguri-
dad de que en ella está la mejor y más efectiva herra-
mienta para evitar y prevenir el inicio y uso indebido 
de estas en cualquier momento del crecimiento y la 
formación del individuo.

Si reconocemos como niveles de manifestación 
de los factores de riesgo, el macro, el micro y el 

orientar el diseño de planes y acciones que nos per-
mitan contrarrestar el impacto negativo del consumo 
de drogas ilícitas a través de la PREVENCIÓN, que 
si se conjuga con el aporte del Sector de la Protección 
Social y las políticas nacionales de la lucha contra la 

pueden acercar al marco ideal; en el macro social, 
propone el Plan Nacional para la Reducción y con-
sumo de SPA, llevar a cabo acciones de desarrollo 
social, de construcción normativa y responsabilidad 
social, en el nivel micro social la propuesta es traba-
jar en factores de riesgo y de protección desde ámbi-
tos de socialización fundamentales para el individuo: 
la familia, la Escuela, la Universidad, el grupo social 
par y la comunidad y el tercer nivel, el personal se 

-
ción promocionando el desarrollo personal en el que 
la incidencia de la educación es fundamental, el ob-
jeto del presente proyecto de ley es agregar, incluir 
y desarrollar el elemento educación en los esfuerzos 
para asumir el gran reto de salvaguardar a nuestra 

Por estas y en estas consideraciones sustentamos 
y argumentamos proponer la Cátedra para la Pre-
vención de Sustancias Psicoactivas como el comple-
mento a las políticas nacionales contra el consumo, 
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alcohol, no sin antes advertir a la Comisión Sexta 
que en las últimas legislaturas de nuestro Congreso 
se han presentado muchas iniciativas sobre creación 
de nuevas cátedras, más de 20 con total certeza, en-
tre las que se encuentra la de la enseñanza sobre los 
efectos nocivos del alcoholismo, la drogadicción y 
el tabaquismo entre otras, que no han sido aproba-
das por considerar que los diversos temas planteados 
aunque pertinentes se pueden plantear sin crear una 
catedra en particular que implica todo un ajuste ins-
titucional, ese no es el caso de esta importante ini-
ciativa, que debe ser estudiada y aprobada dadas las 
bondades de la misma.

Proposición
Por lo anteriormente expuesto y conforme a las 

consideraciones mencionadas, me permito presentar 
ponencia positiva para primer debate al Proyecto de 
ley número 133 de 2015 Cámara, por medio de la 
cual se establece la Cátedra de Prevención al Con-
sumo de Sustancias Psicoactivas en todas las Insti-
tuciones Educativas del País.

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 133 DE 

2015 CÁMARA
por la cual se establece la Cátedra de Prevención 

al Consumo de Sustancias Psicoactivas en todas las 
Instituciones Educativas del País.

de políticas públicas frente a la prevención al con-
sumo de sustancias psicoactivas, establézcase la Cá-
tedra de Prevención al Consumo de Sustancias Psi-
coactivas en todas las instituciones educativas en los 
niveles básica, media y superior del país, como una 
asignatura independiente.

Parágrafo 1°. La Cátedra de Prevención al Consu-
mo de Sustancias Psicoactivas tendrá como objetivo 
crear y consolidar un espacio para el aprendizaje, re-

implica el consumo de estas sustancias, en busca del 
bienestar general y el mejoramiento de la calidad de 
vida de la población.

Parágrafo 2°. En observancia del principio de 
autonomía universitaria, cada institución de educa-
ción superior desarrollara la Cátedra de Prevención 
al Consumo de Sustancias Psicoactivas, en concor-
dancia con sus programas académicos y su modelo 
educativo.

Artículo 2°. Para corresponder al mandato cons-
titucional consagrado en los artículos 44 y 49 de la 
Constitución Nacional, el carácter de la Cátedra de 
Prevención al Consumo de Sustancias Psicoactivas 
será obligatorio.

Artículo 3°. El desarrollo de la Cátedra de Pre-
vención al Consumo de Sustancias Psicoactivas se 

el punto de partida para que cada institución educa-
tiva pública o privada lo adapte de acuerdo con las 
circunstancias académicas de tiempo, modo y lugar 
que sean pertinentes.

La estructura y funcionamiento de la cátedra se-
rán determinados por el reglamento correspondiente 
que deberá expedir el Gobierno nacional dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la expedición de la 
presente ley a través del Ministerio de Educación, 
quien coordinara la reglamentación con los Minis-
terios de Justicia y de Cultura, previa convocatoria 
pública en la que participaran entidades públicas, or-
ganismos de control, sociedad civil y demás actores 
que tengan interés en el tema.

Artículo 4°. Las instituciones educativas en los 
niveles básica y media, incluirán en sus respectivos 
planes de estudio la Cátedra de Prevención al Con-
sumo de Sustancias Psicoactivas, de acuerdo con la 
reglamentación que en virtud del artículo 3° de la 
presente ley, expida el Gobierno nacional. 

Artículo 5°. El Plan Nacional de Desarrollo Edu-
cativo de que trata el artículo 72 de la Ley 115 de 
1994 deberá tener en cuenta la Cátedra de Preven-
ción al Consumo de Sustancias Psicoactivas como 
un factor determinante para su ejecución.

Artículo 6°. El Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Educación, proporcionará los criterios 
y orientaciones requeridas para el cabal cumplimien-
to de lo dispuesto en la presente ley. 

-
ción, en ejercicio de las funciones de inspección y 

que las instituciones educativas implementen y de-
sarrollen la Cátedra de Prevención al Consumo de 
Sustancias Psicoactivas.

Artículo 7°. El Gobierno nacional tendrá un plazo 
de seis (6) meses para la reglamentación y aplicación 
de esta ley. 

Artículo 8°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación y deroga todas las disposicio-
nes que le sean contrarias.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN SEXTA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
SUSTANCIACIÓN

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE

Bogotá, D. C., 10 de diciembre de 2015
En la fecha fue recibido el informe de ponencia 

para primer debate, al Proyecto de ley número 133 
de 2015 Cámara, por la cual se establece la Cáte-
dra de Prevención al Consumo de Sustancias Psi-
coactivas en todas las Instituciones Educativas del 
País.

Dicha ponencia fue presentada por el honorable 
Representante Carlos Alberto Cuero Valencia.
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Mediante Nota Interna número C.S.C.P. 3.6-803/ 
del 10 de diciembre de 2015, se solicita la publica-
ción en la Gaceta del Congreso de la República.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO  

110 DE 2015 CÁMARA

de retiro de algunos servidores públicos del orden 
nacional y de los particulares que ejercen funciones 

públicas de modo permanente.
Honorable Representante
RAFAEL ROMERO PIÑEROS
Presidente
Comisión Séptima Constitucional
Cámara de Representantes
Ciudad
Honorable Presidente:
En cumplimiento del honroso encargo por usted 

encomendado, atentamente nos permitimos ren-
dir informe de ponencia para el segundo debate en 
Plenaria de la Cámara del honorable Congreso de la 
República al Proyecto de ley número 110 de 2015 
Cámara, 

orden nacional y de los particulares que ejercen fun-
ciones públicas de modo permanente, en los siguien-
tes términos:

I. Antecedentes del proyecto
En el periodo 2009 se puso a consideración del 

Congreso una iniciativa semejante (Proyecto de ley 
número 154 de 2010 Cámara), por la cual se desa-
rrolla el artículo 233 de la Constitución Política de 

los magistrados de las Altas Cortes, de autoría de 
los honorables Representantes Carlos Julio Boni-
lla Soto, José Edilberto Caicedo Sastoque, Yolanda 
Duque Naranjo, José Alfredo Gnecco Zuleta, Jack 

Con posterioridad, en la Legislatura 
2013-2014 se presentó por parte del Representante 
a la Cámara Rodrigo Lara Restrepo, el Proyecto de 
ley número 085 de 2014 Cámara, por medio de la 

-
vidores públicos de la Rama Ejecutiva y de la Rama 
Judicial. Estas dos iniciativas fueron archivadas. 

El proyecto de ley que nos ocupa, número 110 de 
2015 Cámara recogió algunas de las iniciativas ante-

son los honorables Representantes 
-

-

-
-

-
y los 

honorables Senadores 
-

El proyecto fue radicado el 11 de septiembre de 
2015. Una vez presentado, fue remitido a la Comi-
sión Séptima Constitucional Permanente y publica-
do en la Gaceta del Congreso número 702 de 2015. 
Con posterioridad, el 29 de septiembre de 2015, se 
designó como ponentes para el primer debate a los 
honorables Representantes  
(Coordinador), 
Rafael Eduardo Palá , quienes cumplimos 
con el encargo y presentamos una ponencia consen-
suada, que fue publicada en la Gaceta del Congreso 
número 872 de 2015. 

El primer debate tuvo lugar en la sesión del 26 de 
noviembre de 2015, en la Comisión Séptima Consti-
tucional Permanente. Luego de la lectura del informe 
de ponencia y de la discusión y deliberación sobre 
los alcances del proyecto, fue sometido a votación y 
aprobado por unanimidad de los asistentes, con la su-
presión de un parágrafo del artículo 1° del proyecto, 
tal como se apreciará más adelante. El primer debate 
también permitió apreciar, gracias especialmente al 
aporte del honorable Representante Germán Carlo-
sama López, la conveniencia de agregar al articula-
do una importante función para las personas que se 
acojan a la normatividad allí establecida, de modo 
que se cumpla de mejor modo con la responsabilidad 

propuesta será recogida en un parágrafo adicional 
que se propone para el segundo debate.

Para dicho segundo debate fuimos nuevamente 
designados como ponentes los honorables Repre-
sentantes Fabio Raúl Amín Saleme (Coordinador), 
Margarita María Restrepo Arango y Rafael Eduardo 
Paláu Salazar.

II. Competencia
El proyecto de ley está en consonancia con los ar-

tículos 150, 154, 157, 158 de la Constitución Política 
referentes a su origen, competencia, formalidades de 
publicidad y unidad de materia.

Así mismo, está en línea con lo establecido en el 
artículo 140 numeral 1 de la Ley 5ª de 1992, ya que 
se trata de una iniciativa parlamentaria.

III. Síntesis del proyecto 

años la edad de retiro forzoso de algunos servidores 
-

to las circunstancias de la vida contemporánea dan 
cuenta de la desuetud de la norma vigente sobre reti-
ro forzoso, diseñada hace ya casi medio siglo.
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El proyecto de ley cuenta con 4 artículos. El artí-
culo 1° incrementa la edad máxima de retiro de los 
servidores públicos y particulares allí enunciados, 
hasta los setenta (70) años; el artículo 2°, realiza la 

sobre el acceso al derecho a la pensión de jubilación; 

régimen de acceso a ninguno de los cargos a los que 
se hace referencia en el artículo 1°, ni el de perma-
nencia y retiro de los mismos, salvo en la edad máxi-

requisitos, circunstancias y demás situaciones esta-
blecidas en el régimen general y los regímenes espe-
ciales que regulan el acceso al derecho a la pensión 
de jubilación y el artículo 4° trata sobre la vigencia 
y derogatoria.

IV. Importancia y conveniencia del proyecto
1. El cambio en las expectativas de vida de los 

colombianos 
Las condiciones y expectativas de vida han cam-

biado notablemente en Colombia. Para los años 70 
del siglo pasado, cuando se expidió la legislación vi-
gente en la materia, la edad de retiro forzoso que se 

para las mujeres y en diez para los hombres, lo cual 
podría incluso señalarse como injusto con los funcio-
narios públicos, pues a pocos les permitía el disfrute 
efectivo de la jubilación. Por contrapartida, ello traía 
consigo poca presión para el sistema pensional co-
lombiano.

La prolongación de la vida trae aparejada la ne-
cesidad de contar con más y mejores empleos, con 

-

a lo largo de la vida laboral. En la actualidad, hasta 
los trabajadores que integran la minoría con acceso 
a una jubilación no ocultan su temor ante la posibi-
lidad de que la contracción de las prestaciones les 
impida cubrir sus necesidades y el costo de vida a lo 
largo de los años.

Las más recientes políticas públicas a nivel mun-
dial han optado por promover el trabajo digno de las 
personas con más edad, teniendo en cuenta los esce-
narios futuros, el incremento sostenido en los índices 
de dependencia, y la capacidad con la que aún cuen-
tan estos ciudadanos.

Hoy son otras las realidades, como se puede apre-
ciar en el siguiente cuadro de la División de Pobla-
ción de la CEPAL, que coincide con cifras del Banco 
Mundial, según las cuales la expectativa de vida en 
Colombia para los hombres en 2013 fue de 70 años 
y 4 meses, y para las mujeres de 77 años y 7 meses. 
El DANE calcula que para el año 2020 el 8,5% de la 
población colombiana estará por encima de la actual 
edad de retiro.

Ciertamente, en el país han disminuido las cifras 
de mortalidad prematura, tanto por enfermedades 
como por infecciones crónicas, y se ha incrementado 
la calidad de las condiciones médicas, nutricionales, 
de vacunación y habitacionales de los ciudadanos, lo 
cual ha ampliado notoriamente las expectativas de 
vida de los colombianos. Igualmente, y a pesar de 

-
nas amparadas por los distintos Regímenes de Segu-
ridad Social.

A pesar de lo anterior, la legislación sobre edad de 
retiro sigue inmutable. El límite de edad para los fun-
cionarios públicos no se ha movido a pesar de la evi-
dencia de que es hora de ajustar la legislación para 

actuales y permita la sostenibilidad del sistema pen-
sional.

De otro lado, en el mundo hay un cierto consen-
so sobre la necesidad de aprovechar la experiencia 

Colombia suscribió con otros 159 países el llamado 
Plan de Acción de Madrid, una iniciativa mundial 
para encarar el reto del envejecimiento en el siglo 
XXI. En él se establecen políticas para estimular 

-
yores en la vida económica, política, social y cul-
tural de las naciones. En ese pacto, nuestro país se 
comprometió a promover actitudes favorables a los 
trabajadores de mayor edad de manera que puedan 
seguir en sus empleos y promover la conciencia de 

-
que la edad de retiro forzoso para ciertos profesio-
nales, para que puedan seguir aportando su saber 
intelectual estaría en consonancia con este compro-
miso internacional.

En ese sentido, en el curso del primer debate se 
sugirió que quienes se acojan al régimen de am-
pliación de la edad máxima de retiro retribuyan a la 
comunidad, con algún servicio social, el fruto de su 
amplia experiencia. Dada la evidente justicia de esa 
iniciativa, se incluirá un parágrafo al artículo 2° del 
proyecto, que acoge tal iniciativa y le creará una car-

-
do de impartir y compartir su experiencia y su “saber 
hacer” con las nuevas generaciones, de tal modo que 
se cree una cadena generacional de transmisión de 
conocimientos sobre manejo del Estado que hasta el 
momento es inédita en Colombia.

2. El Sistema Pensional en el Derecho Compa-
rado

De acuerdo con el estudio de la OCDE, “Pen-
-

” , el panorama de las pensiones en los países 
miembros ha cambiado de manera asombrosa en los 
últimos años, y se han adelantado reformas que in-
cluyen aumentos en la edad de jubilación, cambios 
en la forma en que se calculan los derechos y otras 
medidas para introducir el ahorro en sus sistemas de 
pensión, teniendo como meta hacer que estos siste-

garantizarle a los ciudadanos un ingreso adecuado al 
momento de su retiro.

Así, por ejemplo, en Australia se eliminó el límite 
de edad de 70 años en las contribuciones obligatorias 
a los planes privados de pensiones. En Francia, des-
de 2012, se aumentaron los años de contribución del 
sector público para obtener una pensión plena. En 
Alemania la edad normal de pensión se incrementó a 
67 años para los nacidos después de 1964. En Hun-
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gría la edad se incrementará gradualmente a 65 años 
entre 2012 y 2017. En Irlanda a 68 años entre 2014 y 

retiro de entre los 62 y los 75 años.
En algunos países han considerado válido que 

personas de altos cargos permanezcan de manera in-

Magistrados de la Corte Suprema de los Estados 
Unidos de Norteamérica; otras legislaciones optaron 
por límites como Chile, donde los jueces y magistra-
dos cesan sus actividades a los 75 años, o como en 
Uruguay y Ecuador donde la edad de retiro forzoso 
para los funcionarios públicos es de 70 años. En Es-
paña, aunque en general la edad de retiro es a los 65 
años, los profesores universitarios, los magistrados, 

de la propiedad, tienen señalada la edad de retiro y 
jubilación a los 70 años. 

Se concluye con estos ejemplos que Colombia, al 

con la tendencia y realidad que acepta el resto del 
mundo en este aspecto. Así, pues, la tendencia mun-
dial se dirige hacia el aumento de las edades norma-
les de pensión y de retiro por razones de sostenibi-

la vejez.
3. Marco Normativo vigente en Colombia 
La Constitución dispone en su artículo 125 que el 

retiro de los empleos en los órganos y entidades del 

el desempeño del empleo, por violación del régimen 
disciplinario y por las demás causales previstas en la 
Constitución o la ley”. Resulta pues claro que ade-
más de las dos primeras causales, la ley puede esta-
blecer otras, así como la Constitución también puede 
hacerlo. Esto último ocurre en el artículo 233 de la 
Constitución, que en forma expresa dispone para los 
magistrados de la Corte Constitucional, de la Cor-
te Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, la 
obligación de retirarse del cargo cuando hayan lle-
gado a edad de retiro forzoso. Sin embargo, la Cons-
titución no determina cuál es esa edad, ni extiende 
ese régimen a otros funcionarios públicos. Por tan-
to, la ley tiene competencia plena para regular este 
asunto, tanto para los magistrados mencionados por 
el artículo 233 de la Constitución, como para otras 
personas a quienes se alude en el artículo 125 de la 
norma suprema o a los particulares que desempeñen 
funciones públicas. 

Actualmente, la norma que rige para el retiro de 
los empleados públicos es el Decreto-ley 2400 de 
1968, cuyo artículo 31 estableció tal edad en sesenta 
y cinco años para todos los empleados públicos, así: 

Artículo 31. Todo empleado que cumpla la edad 
de sesenta y cinco (65) años será retirado del servicio 
y no podrá ser reintegrado. […]. Exceptúanse de esta 
disposición los empleos señalados por el inciso 2º 
del artículo 29 de este decreto.

Las excepciones del artículo 29 son las siguientes 

1968):

Artículo 29. ° del 
Decreto-ley número 3074 de 1968. (…). La persona 
retirada con derecho a pensión de jubilación no podrá 
a ser reintegrada al servicio, salvo cuando se trate de 
ocupar las posiciones de Presidente de la República, 
Ministro del Despacho, Jefe de Departamento Admi-
nistrativo, Superintendente, Viceministro, Secretario 
General de Ministerio o Departamento Administrati-
vo, Presidente, Gerente o Director de Establecimien-
tos Públicos o de Empresas Industriales y Comercia-
les del Estado, miembro de misiones diplomáticas no 
comprendidas en la respectiva carrera y secretarios 
privados de los despachos de los funcionarios de que 
trata este artículo. Por necesidades del servicio, el 
Gobierno podrá ampliar estas excepciones siempre 
y cuando que el empleado no sobrepase la edad de 
sesenta y cinco (65) años.

Posteriormente, el Gobierno nacional, mediante 
el Decreto Reglamentario número 1950 de 1973, es-
tableció lo siguiente: 

Artículo 122. La edad de sesenta y cinco (65) 
años constituye impedimento para desempeñar car-
gos públicos, salvo para los empleos señalados en el 
inciso segundo del artículo 29 del Decreto Nacional 
número 2400 de 1968, adicionado por el 3074 del 
mismo año. 

Ya bajo la vigencia de la Constitución actual, la 
Ley 909 de 2004 estableció la “edad de retiro forzo-
so” como causal de retiro de los empleados públicos 
de libre nombramiento y remoción y de carrera ad-
ministrativa, en los siguientes términos: 

Artículo 41. Causales de retiro del servicio. El 
retiro del servicio de quienes estén desempeñando 
empleos de libre nombramiento y remoción y de 
carrera administrativa se produce en los siguientes 
casos:

[…]
g) Por edad de retiro forzoso;
4. Pautas jurisprudenciales
La Corte Constitucional, mediante la Sentencia 

C-351 de 1995, declaró exequible el artículo 31 del 
Decreto-ley 2400 de 1968 y señaló que i) la edad de 
retiro consagrada en esta norma sólo es aplicable a 
los servidores públicos; y que, ii) la edad de retiro es 
una limitante al derecho al trabajo, la cual, en cual-
quier caso, incluso para los particulares que prestan 
funciones públicas, puede ser impuesta por el cons-
tituyente o por el legislador. En tal ocasión la Corte 
Constitucional sostuvo lo siguiente:

“El tema que en esta oportunidad ocupa la aten-
ción de la Corte es el de si, en virtud de la cláusula 
general de competencia, puede el Congreso señalar 

años. Sobre este particular debe, en primer término, 
recordarse que las Ramas del Poder Público, al te-
nor del artículo 113, son autónomas e independientes 
para el cumplimiento de las funciones del Estado y, 
que concretamente, la legislativa, –cuyo órgano es el 
Congreso–, lo es para hacer la ley. 

[…]
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Ahora bien, la Constitución dispone en su artícu-
lo 125 que el retiro de los empleos en los órganos 

satisfactoria en el desempeño del empleo, por viola-
ción del régimen disciplinario y por las demás cau-
sales previstas en la Constitución o la ley”. Resulta 
pues claro que, además de las dos primeras causales 
antes señaladas, la ley puede establecer otras, y ade-
más la Constitución puede señalar otras. Es el caso 
de la causal establecida en el artículo 233 Superior 
en forma expresa para los magistrados de la Corte 
Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y 
del Consejo de Estado, esto es, la de haber llegado a 
edad de retiro forzoso.

¿A quién corresponde determinar la edad de reti-
ro forzoso? Obviamente si el constituyente no lo ha 
hecho, dicha potestad queda deferida al legislador, 
quien, además, dentro de las facultades asignadas 
en el artículo 125, puede determinarla para los de-
más servidores públicos. Así lo ha hecho a través del 
otorgamiento de facultades extraordinarias al Ejecu-
tivo para que este, a su vez, la determine, como lo 
hizo mediante el artículo 31 del Decreto-ley 2400 de 
1968.

No se le puede impedir al legislador cumplir con 
su función natural, bajo el argumento de que es la 
norma constitucional la que debe consagrar exhaus-
tivamente lo referente a la edad del retiro forzoso. 
Argumentar que sólo la Carta puede determinarla 
es un despropósito, pues una Constitución no puede 
prever todos los asuntos susceptibles de ser regula-
dos. Hay que recordar que lo que una Constitución 
debe contener, en esencia, son las normas funda-
mentales para la organización del Estado, las reglas 
generales para el funcionamiento y distribución de 
competencias entre los órganos del poder público, 
los principios básicos para el ejercicio y garantía de 
los derechos, tanto individuales como colectivos, 
dentro del Estado.

Ahora bien, la aptitud general sobre una regula-
ción, que es la cláusula general de competencia, está 
abierta hacia las necesidades de la vida en sociedad, 
que son las que exigen una regulación determinada. 
Así las cosas, se tiene el siguiente razonamiento: La 
Carta Política establece el criterio del factor edad 
como causal de retiro forzoso; las necesidades de la 
vida social exigen que se determine cuál es esa edad, 
luego es al legislador a quien corresponde hacerlo de 
acuerdo con su naturaleza ordenadora”.

Adicionalmente, cabe mencionar que la Corte 
Constitucional en diferentes decisiones de tutela se 
ha pronunciado sobre la edad de retiro. Así, en la 
Sentencia T-254 de 2002, reiteró que las disposicio-
nes sobre retiro forzoso de los servidores públicos no 
se aplican a los cargos de elección popular, y en las 
Sentencias T-628 de 2006 y T-668 de 2012 ha reite-
rado que la edad de sesenta y cinco años consagrada 
en el artículo 31 del Decreto-ley 2400 de 1968, así 
como la causal de impedimento consagrada en los 
mismos términos en el artículo 122 del Decreto Re-
glamentario número 1950 de 1973, sólo aplica para 
los servidores públicos. 

Del anterior recuento normativo y jurisprudencial 
se deduce que la edad de retiro forzoso es una li-
mitante tanto para el ejercicio de un empleo público 
como para el ejercicio de una función pública, y que 
dicha edad de retiro forzoso puede ser establecida 
por el Constituyente o por el Legislador tanto para 
los servidores públicos como para los particulares 
que a través de la descentralización por colaboración 
ejercen funciones públicas. 

Sobre estos últimos –los particulares– cabe agre-
gar que no existe regulación legal sobre edad máxima 
de retiro, y que la regulación puramente reglamenta-
ria que ha venido aplicándose está siendo enjuiciada 
por el Honorable Consejo de Estado, que reciente-
mente declaró la suspensión provisional, como me-
dida cautelar, de la edad de retiro forzoso de los cura-
dores urbanos, por cuanto su regulación no proviene 
de una ley sino de unos decretos presidenciales.

Es pertinente indicar que la Sección Segunda del 
Consejo de Estado ha reconocido que el retiro del 
servicio de servidores públicos que han cumplido la 
edad de retiro forzoso debe hacerse en forma razo-
nable, y que las entidades públicas deben tener en 
cuenta si al funcionario ya se le ha reconocido un 

de los derechos fundamentales de sujetos de especial 
protección constitucional. En concreto, ha dicho lo 
siguiente:

“Respecto del argumento del actor según el cual 

sido reconocida la pensión por su labor en la Jus-

circunstancias especiales de cada servidor, pues se 
trata de personas de la tercera edad y por ende son 
sujetos de especial protección constitucional, lo con-

fundamentales, entre ellos el mínimo vital, al privar-
lo del ingreso necesario para cubrir su necesidades” 

(1232-09), Ponente Alfonso Vargas Rincón, Sección 
Segunda)1. 

Respecto a las tutelas que solicitan reintegro al 
cargo del servidor público que no ha cumplido con 
sus semanas de cotización, pero que cumplen con la 
edad del retiro forzoso, la Corte Constitucional en 
Sentencia T-294 de 2013 manifestó lo siguiente:

“En respuesta a este tipo de situaciones, la Corte 
Constitucional ha construido regla jurisprudencial 
1 En esta sentencia, la Sección Segunda del Consejo de 

Estado estudió una acción de nulidad y restablecimiento 
del derecho interpuesto por un magistrado de un Tribu-
nal Superior Militar, quien fue retirado del servicio por 
haber cumplido la edad de retiro forzoso, sin que se le 
hubiera reconocido previamente la pensión de jubila-
ción. El Consejo de Estado consideró que la desvincula-
ción de funcionarios por haber cumplido la edad de retiro 
forzoso debe hacerse en forma razonable, para evitar la 
vulneración del derecho al mínimo vital de sujetos de es-
pecial protección constitucional. Sin embargo, en el caso 
concreto el Consejo de Estado consideró que la decisión 
de la administración no había vulnerado los derechos del 
actor, porque este estaba recibiendo una asignación de 
retiro desde el año 1996.
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según la cual la aplicación de las normas que esta-
blecen el retiro forzoso como causal de desvincula-
ción debe hacerse de forma razonable, valorando las 
circunstancias especiales de cada caso, para evitar la 
vulneración de derechos fundamentales de personas 
de la tercera edad. En aplicación de esta doctrina ha 
distinguido varios tipos de situaciones”.

(i) En aquellos casos en los que el trabajador 
retirado del servicio ya cumple los requisitos para 
acceder a la pensión de vejez, pero esta no ha sido 
reconocida por demora del Fondo de Pensiones o por 
negligencia del empleador en adelantar los trámites o 
mora en el pago de cotizaciones a su cargo, la Corte 
ha ordenado el reintegro de la persona hasta tanto 
tenga lugar el reconocimiento de la pensión y su in-
clusión en la respectiva nómina de pensionados. 

(ii) Cuando está probado que al trabajador en 
edad de retiro forzoso le falta un corto tiempo para 
cumplir el tiempo de cotizaciones, ha ordenado su 
reintegro hasta completar las cotizaciones y se pro-
duzca el reconocimiento efectivo de la pensión de 
vejez. En estos casos, si bien la Corte ha precisado 
que las normas sobre retén social (Ley 790 de 2002), 
que establecen estabilidad laboral reforzada para los 
servidores públicos a quienes les falte un máximo de 
tres años para cumplir los requisitos para pensionar-
se, fueron previstas solo para trabajadores de empre-
sas estatales en liquidación, pueden no obstante ser 
empleadas como parámetro de interpretación para 
determinar cuál es el plazo razonable para mantener 
vinculado al servidor que alcanza la edad de retiro 
forzoso sin haber completado el tiempo de cotiza-
ciones necesario para obtener el reconocimiento de 
una pensión.

(iii) Cuando exista controversia o vacíos proba-
torios sobre el tiempo cotizado por el trabajador en 
edad de retiro forzoso, de modo tal que no se logre 
establecer si cumple los requisitos para acceder a la 
pensión de vejez, se ha concedido la tutela como me-
canismo transitorio, ordenando el reintegro del pe-

las acciones correspondientes ante la jurisdicción 
ordinaria.

(iv) Finalmente, en casos de personas de edad 
avanzada que no lograron cumplir los requisitos para 
acceder a la pensión de vejez pero sí satisfacen las 
condiciones para obtener la pensión de retiro por ve-
jez, la Corte amparó su derecho ordenando el reco-
nocimiento inmediato de esta última prestación”.

La iniciativa no genera inconveniente alguno 
respecto a los regímenes pensionales pues como lo 

de abril de 1994 entró en vigencia el nuevo Siste-
ma de Seguridad Social Integral en Colombia que 

la salud y la capacidad económica de todos los ha-
bitantes del territorio nacional. Es decir, la Ley 100 
de 1993 es el régimen general aplicable en materia 
pensional a todos los trabajadores en Colombia con 
las excepciones allí contempladas. En ese orden de 

General de Seguridad Social en Pensiones, derogó la 

pensión de retiro por vejez establecida en el artículo 
29 del Decreto número 3135 de 1968”.

Para la Corte la restricción impuesta por el cum-
plimiento de la edad de retiro para que los empleados 
públicos continúen prestando el servicio se ve ‘com-
pensada por el derecho que adquieren al disfrute de 
la respectiva pensión de jubilación (C. P., artículo 
48) y a las garantías y prestaciones que se derivan 
de la especial protección y asistencia que el Estado 
está obligado a dispensar a las personas de la tercera 
edad (C. P., artículos 13 y 46), lo cual garantiza la 
protección del derecho fundamental al mínimo vital 
de los antiguos trabajadores.

Y más adelante en otro pronunciamiento señala: 

como causal de desvinculación del servicio público, 
siempre que responda a criterios objetivos y razo-
nables, constituye una medida constitucionalmente 
válida gracias a la cual el Estado redistribuye un re-
curso escaso, como lo es el empleo público, con el 
propósito de que todos los ciudadanos tengan acce-
so a este en condiciones de equidad e igualdad de 
oportunidades. Sin embargo tal y como se expresó 
previamente, la aplicación de este tipo de normas por 
parte de la administración debe ser razonable, de tal 
manera que sea el resultado de una valoración de las 
condiciones particulares del trabajador en cada caso 
concreto. Ello para garantizar el respeto de los dere-
chos fundamentales del trabajador, toda vez que se 
trata de personas que han llegado a la tercera edad, 
65 años, y que por tanto merecen especial protección 
por parte del Estado”.

Ahora bien, tal como se observa en la jurispru-
dencia, existen vacíos jurídicos respecto a la edad de 
retiro forzoso de los servidores públicos, que se pue-
den legislar, buscando con ello que no existan más 
demandas de reintegro y que la experiencia de altos 
directivos, magistrados, entre otros, pueda ser ateso-
rada, sin vulnerar los derechos de todos los servido-
res públicos y al sistema de seguridad social.

5. Aligeramiento de la presión sobre el sistema 
pensional

Tal como se mencionó líneas atrás, de acuerdo 
con el estudio de la OCDE, “Pensions at a Glance 
2013 OECD AND G20 INDICATORS”2, el panora-
ma de las pensiones en los países miembros ha cam-
biado de manera asombrosa en los últimos años, y 
han adelantado reformas que incluyen aumentos en 
la edad de jubilación, cambios en la forma en que se 
calculan los derechos y otras medidas para introducir 
el ahorro en sus sistemas de pensión, teniendo como 

sostenibles y, al tiempo, garantizarle a los ciudada-
nos un ingreso adecuado al momento de su retiro.

En el proyecto de ley que se propone para segun-
do debate, los empleados continúan aportando du-
rante un período adicional de hasta cinco años. Con 
ese cambio en la norma, se incrementan las contri-
buciones al fondo general de pensiones y, adicional-
mente, disminuye el retorno de la pensión. Este be-
2 http://www.oecd.org/pensions/public-pensions/OECD-

PensionsAtAGlance2013.pdf
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por la sencilla razón de que el tiempo en la expecta-
tiva de vida proyectada del pensionado disminuye, 
quedando un saldo no retornado, ni pagado por el 
fondo pensional. 

A manera de ejemplo, sencillo y elocuente, mire-
mos el caso de un empleado que a los 65 años tiene 
derecho a su pensión y que, por la media de la ex-
pectativa de vida, tendría un retorno de la misma por 
10 años; si la misma persona continúa aportando por 

sería solamente por ese tiempo. En otras palabras, el 
fondo pensional recibe aportes adicionales por cinco 

cinco años menos.
-

niencia del proyecto de ley que indudablemente tiene 
un gran sentido social de equilibrio y justicia.

En el régimen actual de prima media, en el que 
la pensión se puede obtener desde los 57 o los 62 
años (dependiendo del sexo del trabajador) y la obli-
gatoriedad de retirarse del cargo como máximo al 
cumplir los 65 años, se tiene que, dado el promedio 
de vida actual de los pensionados, cada funcionario 
pensionado recibirá por concepto de pensión una 
cifra que superará en alrededor de mil millones de 
pesos lo que cotizó en su vida laboral. Esto es lo que 
se llama subsidio estatal a las pensiones, que castiga 
fuertemente la sostenibilidad económica del sistema 
pensional, especialmente a medida que los prome-
dios de vida van aumentando.

En cifras más precisas, por cada hombre de 
alto rango salarial que se retire forzosamente a los 
65 años debe calcularse un subsidio pensional de 
$815.848.169; por cada mujer, en las mismas con-
diciones, el subsidio es de $1.044.167.199. Estos 
dineros son cubiertos, actualmente, con dineros del 
Tesoro General de la Nación. 

Un estudio actuarial permite apreciar que la per-
manencia en el cargo de estos servidores públicos con 
remuneraciones altas durante cinco años más, man-
teniendo sus cotizaciones al Régimen de Seguridad 
Social aunque ya hayan completado los requisitos de 
jubilación, disminuye a cero ese subsidio, en razón del 
mayor número de cotizaciones y el menor período en 
que se disfrutará de la pensión de jubilación. 

Es por ello que el proyecto de ley establece que 
todas las personas amparadas por la nueva edad de 
retiro forzoso deberán seguir cotizando al Régimen 
de Seguridad Social hasta el día de su retiro efectivo 
del cargo, aunque hayan consolidado previamente su 
derecho a gozar de una pensión de jubilación. 

Así mismo, en cuanto al sistema de salud, los re-
cursos adicionales que recibirá el sistema de seguridad 
social en salud le permitirá disponer de recursos adicio-
nales en la cuenta de compensación dedicada a la soli-
daridad que permite generar un mejor nivel de atención 
y una mayor cobertura en el régimen subsidiado.

V. El articulado del proyecto de ley aprobado 
en primer debate

El proyecto de ley consta de cuatro breves artí-
culos que contienen la enmienda propuesta. El pri-

mer artículo establece que la edad máxima de retiro 
será de setenta años, para los servidores públicos de 
nivel directivo o decisorio de las Ramas del Poder 
Público, de los organismos de control, la organiza-
ción electoral, los organismos especiales y los parti-
culares que desempeñen funciones públicas de modo 
permanente. 

Con ello se acota el sentido objetivo y subjetivo 
de la ley, pues se establece con claridad que en ade-
lante la edad máxima de retiro será de setenta años, y 
no de sesenta y cinco como ocurre en la actualidad, 
a la vez que se detalla el tipo de empleos o funciones 
a cuyos titulares les será aplicable el nuevo régimen. 

A dicho artículo se le agregó en el primer debate 

como quiera que está en consonancia con la juris-
prudencia y las pautas normativas vigentes, como lo 
es la posibilidad de diferir brevemente en el tiempo 
la edad de retiro forzoso de aquellos funcionarios 
no comprendidos en la posibilidad de permanencia 
voluntaria hasta la edad de 70 años, pero que al mo-
mento de su retiro estén muy próximos a completar 
los requisitos para la pensión de jubilación. En esos 
casos, la ley establece que tales funcionarios pueden 
permanecer hasta por 30 semanas más en sus em-
pleos y así completar las cotizaciones que les hagan 
falta para completar sus requisitos de pensión. 

-
gislación vigente sobre el acceso a la pensión de ju-
bilación, pero que las personas que se acojan a la 
edad máxima de retiro establecida en la nueva ley 
podrán permanecer en sus cargos hasta los 70 años si 
así es su voluntad, pero con la obligación de seguir 
cotizando al Régimen de Seguridad Social, tanto en 
salud como en pensión, aunque hayan completado 
los requisitos para acceder a la pensión de jubilación.

Este precepto es de la mayor importancia como 
quiera que les permite, a quienes se acojan a la pro-
puesta, seguir desempeñando sus funciones durante 
ese lapso crucial de su madurez, a la vez que se gene-
ra equilibrio pensional entre los aportes y las futuras 
mesadas pensionales, de modo tal que la pensión se 
pagará con los aportes y no con el subsidio estatal. 

-
gimen de acceso a ninguno de los cargos que se ven 

-
poco otros aspectos de régimen de carrera de los di-

Por último, el artículo 4° establece las cláusulas 
derogatorias y la fecha de inicio de vigencia de la ley. 

VI. Texto aprobado por la Comisión Séptima 
en Primer Debate

Tal como se enunció atrás, en el curso del primer 
debate surgió la iniciativa de acompañar la extensión 
de la edad máxima de retiro con la carga de transmi-
tir y compartir la experiencia y conocimientos de es-

-
ciones de manera tal que se cree un círculo virtuoso 
de solidaridad y de transmisión de buenas prácticas 
en el manejo del Estado. A tal efecto, se incluyó en el 
artículo 2° un parágrafo para que quienes permanez-
can en el cargo tengan la obligación de dictar cursos 
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y ciclos de formación para las personas que tengan 
el propósito de ingresar al ejercicio de funciones pú-
blicas o que se estén preparando para tales efectos.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 110 DE 2015  
CÁMARA

de retiro de algunos servidores públicos del orden 
nacional y de los particulares que ejercen funciones 

públicas de modo permanente.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La edad máxima de retiro del cargo 

para los servidores públicos del nivel directivo o de-
cisorio de las Ramas Ejecutiva, Legislativa y Judi-
cial del Poder Público, de los organismos de control, 
la organización electoral, los organismos especiales, 
los Jueces y Magistrados de la República y sus equi-
valentes, y de los particulares que ejerzan funciones 
públicas de modo permanente, será de setenta (70) 
años.

Parágrafo. Cualquier servidor público diferente a 
los antes enunciados que tenga la edad de retiro for-
zoso (65 años), pero, que le falten semanas de cotiza-
ción para poder acceder a la pensión por jubilación, 
no será destituido de su cargo hasta que complete 
las semanas de cotización para acceder a su pensión, 
caso en el cual, las semanas pendientes de cotización 
no pueden superar las treinta (30) semanas a cotizar.

-
lación sobre el acceso al derecho a la pensión de ju-
bilación. Sin embargo, las personas que a partir de 
su entrada en vigencia accedan o se encuentren en 
ejercicio de cualquiera de los cargos a los que hace 
referencia el artículo 1°, podrán permanecer en los 
mismos, pero con la obligación de seguir cotizando 
al Régimen de Seguridad Social, tanto en salud como 
en pensión, aunque hayan completado los requisitos 
para acceder a la pensión de jubilación.

Parágrafo. Las personas que se acojan al régimen 
de edad máxima de retiro aquí establecida tendrán la 
obligación de colaborar en la formación de las nue-
vas generaciones de funcionarios estatales en régi-
men de carrera, mediante la impartición de conferen-
cias, seminarios o cursos, o mediante publicaciones 
dirigidas a los aspirantes a concursos de ingreso al 
ejercicio de funciones públicas, en las que se trans-
mitan adecuadamente sus conocimientos y experien-
cia.

acceso a ninguno de los cargos a los que se hace 
referencia en el artículo 1°, ni el de permanencia y 
retiro de los mismos, salvo en la edad máxima de 

requisitos, circunstancias y demás situaciones esta-
blecidas en el régimen general y los regímenes espe-
ciales que regulan el acceso al derecho a la pensión 
de jubilación.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su 
publicación en el  y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias, en especial las 
contenidas en la Ley 909 de 2004, en los Decretos-

ley 2400 de 1968 (artículo 31), 3074 de 1968 (artícu-
lo 29) y 250 de 1970 y en los Decretos números 1950 
de 1973, 1660 de 1978, 3047 de 1989, 564 de 2006, 
1469 de 2010 y 1069 de 2015.

En los anteriores términos fue aprobado por la 
Comisión Séptima de la Cámara de Representantes 
el Proyecto de ley número 110 de 2015 Cámara, por 

-
ro de algunos servidores públicos del orden nacional 
y de los particulares que ejercen funciones públicas 
de modo permanente, como consta en la sesión del 
día 26 de noviembre de 2015.

Se incluye a continuación, a doble columna, el 
proyecto aprobado en primer debate por la Comisión 
Séptima de Cámara de Representantes y el pliego de 

-
bate en la Plenaria así: 

VII. -
bate

TEXTO APROBADO  
EN PRIMER DEBATE

PLIEGO DE MODIFICACIONES 
PARA SEGUNDO DEBATE

-
gunos servidores públicos del or-
den nacional y de los particulares 
que ejercen funciones públicas de 

modo permanente.

-
gunos servidores públicos del or-
den nacional y de los particulares 
que ejercen funciones públicas de 

modo permanente.
Artículo 1°. La edad máxima de 
retiro del cargo para los servido-
res públicos del nivel directivo o 
decisorio de las Ramas Ejecutiva, 
Legislativa y Judicial del Poder 
Público, de los organismos de con-
trol, la organización electoral, los 
organismos especiales, los Jueces y 
Magistrados de la República y sus 
equivalentes, y de los particulares 
que ejerzan funciones públicas de 
modo permanente, será de setenta 
(70) años.
Parágrafo. Cualquier servidor pú-
blico diferente a los antes enuncia-
dos que tenga la edad de retiro for-
zoso (65 años), pero, que le falten 
semanas de cotización para poder 
acceder a la pensión por jubilación, 
no será destituido de su cargo hasta 
que complete las semanas de coti-
zación para acceder a su pensión, 
caso en el cual, las semanas pen-
dientes de cotización no pueden 
superar las treinta (30) semanas a 
cotizar.

Artículo 1°. La edad máxima de 
retiro del cargo para los servido-
res públicos del nivel directivo o 
decisorio de las Ramas Ejecutiva, 
Legislativa y Judicial del Poder 
Público, de los organismos de con-
trol, la organización electoral, los 
organismos especiales, los Jueces y 
Magistrados de la República y sus 
equivalentes, y de los particulares 
que ejerzan funciones públicas de 
modo permanente, será de setenta 
(70) años.
Parágrafo. Cualquier servidor pú-
blico diferente a los antes enuncia-
dos que tenga la edad de retiro for-
zoso (65 años), pero, que le falten 
semanas de cotización para poder 
acceder a la pensión por jubilación, 
no será destituido de su cargo hasta 
que complete las semanas de coti-
zación para acceder a su pensión, 
caso en el cual, las semanas pen-
dientes de cotización no pueden 
superar las treinta (30) semanas a 
cotizar.

Artículo 2º. La presente ley no 

acceso al derecho a la pensión de 
jubilación. Sin embargo, las per-
sonas que a partir de su entrada en 
vigencia accedan o se encuentren 
en ejercicio de cualquiera de los 
cargos a los que hace referencia el 
artículo 1°, podrán permanecer en 
los mismos, pero con la obligación 
de seguir cotizando al Régimen de 
Seguridad Social, tanto en salud 
como en pensión, aunque hayan 
completado los requisitos para ac-
ceder a la pensión de jubilación.

Artículo 2º. La presente ley no mo-

al derecho a la pensión de vejez. 
Sin embargo, las personas que a 
partir de su entrada en vigencia ac-
cedan o se encuentren en ejercicio 
de cualquiera de los cargos a los 
que hace referencia el artículo 1°, 
podrán permanecer en los mismos, 
pero con la obligación de seguir 
cotizando al Régimen de Seguridad 
Social, tanto en salud como en pen-
sión, aunque hayan completado los 
requisitos para acceder a la pensión 
de vejez.
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TEXTO APROBADO  
EN PRIMER DEBATE

PLIEGO DE MODIFICACIONES 
PARA SEGUNDO DEBATE

Parágrafo. Las personas que se 
acojan al régimen de edad máxima 
de retiro aquí establecida tendrán 
la obligación de colaborar en la 
formación de las nuevas genera-
ciones de funcionarios estatales 
en régimen de carrera, mediante la 
impartición de conferencias, semi-
narios o cursos, o mediante publi-
caciones dirigidas a los aspirantes 
a concursos de ingreso al ejercicio 
de funciones públicas, en las que se 
transmitan adecuadamente sus co-
nocimientos y experiencia.

Parágrafo. Las personas que se 
acojan al régimen de edad máxima 
de retiro aquí establecida tendrán 
la obligación de colaborar en la 
formación de las nuevas genera-
ciones de funcionarios estatales 
en régimen de carrera, mediante la 
impartición de conferencias, semi-
narios o cursos, o mediante publi-
caciones dirigidas a los aspirantes 
a concursos de ingreso al ejercicio 
de funciones públicas, en las que se 
transmitan adecuadamente sus co-
nocimientos y experiencia.

Artículo 3º.
régimen de acceso a ninguno de los 
cargos a los que se hace referencia 
en el artículo 1°, ni el de permanen-
cia y retiro de los mismos, salvo en 

Artículo 3º.
régimen de acceso a ninguno de los 
cargos a los que se hace referencia 
en el artículo 1°, ni el de permanen-
cia y retiro de los mismos, salvo en 

-
nes, requisitos, circunstancias y 
demás situaciones establecidas en 
el régimen general y los regímenes 
especiales que regulan el acceso al 
derecho a la pensión de jubilación.

-
nes, requisitos, circunstancias y 
demás situaciones establecidas en 
el régimen general y los regímenes 
especiales que regulan el acceso al 
derecho a la pensión de vejez.

Artículo 4º. La presente ley rige a 
partir de su publicación en el Dia-

 y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias, 
en especial las contenidas en la 
Ley 909 de 2004, en los Decretos-
ley 2400 de 1968 (artículo 31), 
3074 de 1968 (artículo 29) y 250 
de 1970 y en los Decretos núme-
ros 1950 de 1973, 1660 de 1978, 
3047 de 1989, 564 de 2006, 1469 
de 2010 y 1069 de 2015.

Artículo 4º. La presente ley rige a 
partir de su publicación en el Dia-

 y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias, 
en especial las contenidas en la 
Ley 909 de 2004, en los Decretos-
ley 2400 de 1968 (artículo 31), 
3074 de 1968 (artículo 29) y 250 
de 1970 y en los Decretos núme-
ros 1950 de 1973, 1660 de 1978, 
3047 de 1989, 564 de 2006, 1469 
de 2010 y 1069 de 2015.

VIII. Proposición
Con las anteriores consideraciones, proponemos a 

la Honorable Plenaria de la Cámara de Representan-
tes, dar segundo debate al Proyecto de ley número 
110 de 2015 Cámara, por medio de la cual se modi-

públicos del orden nacional y de los particulares que 
ejercen funciones públicas de modo permanente, de 
acuerdo con el texto aprobado en la Comisión Sépti-
ma Constitucional Permanente de la Cámara de Re-
presentantes, con el siguiente texto:

IX. TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO  
DEBATE

de retiro de algunos servidores públicos del orden 
nacional y de los particulares que ejercen funciones 

públicas de modo permanente.
Artículo 1°. La edad máxima de retiro del cargo 

para los servidores públicos del nivel directivo o de-

cisorio de las Ramas Ejecutiva, Legislativa y Judi-
cial del Poder Público, de los organismos de control, 
la organización electoral, los organismos especiales, 
los Jueces y Magistrados de la República y sus equi-
valentes, y de los particulares que ejerzan funciones 
públicas de modo permanente, será de setenta (70) 
años.

Parágrafo. Cualquier servidor público diferente a 
los antes enunciados que tenga la edad de retiro for-
zoso (65 años), pero, que le falten semanas de cotiza-
ción para poder acceder a la pensión por jubilación, 
no será destituido de su cargo hasta que complete 
las semanas de cotización para acceder a su pensión, 
caso en el cual, las semanas pendientes de cotización 
no pueden superar las treinta (30) semanas a cotizar.

-
ción sobre el acceso al derecho a la pensión de vejez. 
Sin embargo, las personas que a partir de su entrada 
en vigencia accedan o se encuentren en ejercicio de 
cualquiera de los cargos a los que hace referencia el 
artículo 1°, podrán permanecer en los mismos, pero 
con la obligación de seguir cotizando al Régimen de 
Seguridad Social, tanto en salud como en pensión, 
aunque hayan completado los requisitos para acce-
der a la pensión de vejez.

Parágrafo. Las personas que se acojan al régimen 
de edad máxima de retiro aquí establecida tendrán la 
obligación de colaborar en la formación de las nuevas 
generaciones de funcionarios estatales en régimen de 
carrera, mediante la impartición de conferencias, se-
minarios o cursos, o mediante publicaciones dirigidas 
a los aspirantes a concursos de ingreso al ejercicio de 
funciones públicas, en las que se transmitan adecua-
damente sus conocimientos y experiencia.

acceso a ninguno de los cargos a los que se hace refe-
rencia en el artículo 1°, ni el de permanencia y retiro 
de los mismos, salvo en la edad máxima de retiro 

circunstancias y demás situaciones establecidas en 
el régimen general y los regímenes especiales que 
regulan el acceso al derecho a la pensión de vejez.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su 
publicación en el  y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias, en especial las 
contenidas en la Ley 909 de 2004, en los Decretos-
ley 2400 de 1968 (artículo 31), 3074 de 1968 (artícu-
lo 29) y 250 de 1970 y en los Decretos números 1950 
de 1973, 1660 de 1978, 3047 de 1989, 564 de 2006, 
1469 de 2010 y 1069 de 2015.

Atentamente,
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN  
PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 110 DE 2015 CÁMARA

de retiro de algunos servidores públicos del orden 
nacional y de los particulares que ejercen funciones 

públicas de modo permanente. 
(Aprobado en la sesión del día 25 de noviembre 

de 2015 en la Comisión VII de la honorable Cámara 
de Representantes)

El Congreso de Colombia 
Legisla

Artículo 1°. La edad máxima de retiro del cargo 
para los servidores públicos del nivel directivo o de-
cisorio de las Ramas Ejecutiva, Legislativa y Judi-
cial del Poder Público, de los organismos de control, 
la organización electoral, los organismos especiales, 
los Jueces y Magistrados de la República y sus equi-
valentes, y de los particulares que ejerzan funciones 
públicas de modo permanente, será de setenta (70) 
años.

Parágrafo 1°. Cualquier servidor público de los 
enunciados anteriormente, si a los sesenta y cinco 
(65) años cumple los requisitos para pensionarse y 
desea retirarse del cargo, podrá realizarlo de manera 
voluntaria.

Parágrafo 2°. Cualquier servidor público dife-
rente a los antes enunciados que tengan la edad de 
retiro forzoso (65 años), pero, que le falten semanas 
de cotización para poder acceder a la pensión por 
jubilación, no será destituido de su cargo hasta que 
complete las semanas de cotización para acceder a su 
pensión, caso en el cual, las semanas pendientes de 
cotización no pueden superar las treinta (30) sema-
nas a cotizar.

-
lación sobre el acceso al derecho a la pensión de ju-
bilación. Sin embargo, las personas que a partir de 
su entrada en vigencia accedan o se encuentren en 
ejercicio de cualquiera de los cargos a los que hace 
referencia el artículo 1°, podrán permanecer en los 
mismos, pero con la obligación de seguir cotizando 
al Régimen de Seguridad Social, tanto en salud como 
en pensión, aunque hayan completado los requisitos 
para acceder a la pensión de jubilación.

acceso a ninguno de los cargos a los que se hace 
referencia en el artículo 1°, ni el de permanencia y 
retiro de los mismos, salvo en la edad máxima de 

requisitos, circunstancias y demás situaciones esta-
blecidas en el régimen general y los regímenes espe-
ciales que regulan el acceso al derecho a la pensión 
de jubilación.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su 
publicación en el  y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias, en especial las 
contenidas en la Ley 909 de 2004, en los Decretos-
ley 2400 de 1968 (artículo 31), 3074 de 1968 (artícu-
lo 29) y 250 de 1970 y en los Decretos números 1950 

de 1973, 1660 de 1978, 3047 de 1989, 564 de 2006, 
1469 de 2010 y 1069 de 2015.

De los honorables Representantes,

SUSTANCIACIÓN AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 110 DE 2015 CÁMARA

de retiro de algunos servidores públicos del orden 
nacional y de los particulares que ejercen funciones 

públicas de modo permanente.
El Proyecto de ley número 0110 de 2015 Cámara 

fue radicado en la Comisión el día 16 de septiembre 
de 2015. La Mesa Directiva de esta Comisión desig-
nó como Ponentes para primer debate del proyecto 
de ley en mención a los honorables Representantes 
Margarita María Restrepo, Rafael Eduardo Paláu y 
como Coordinador Fabio Raúl Amín Saleme. 

El proyecto en mención fue publicado en la Ga-
ceta del Congreso número 702 de 2015 y la ponen-
cia para primer debate de Cámara, en la Gaceta del 
Congreso número 872 de 2015. El Proyecto de ley 
número 0110 de 2015 Cámara fue anunciado en la 
sesión del día 18 de noviembre de 2015 según Acta 
número 15. 

En la Sesión Ordinaria de la Comisión Séptima 
Constitucional Permanente de la Honorable Cámara 
de Representantes del día 25 de noviembre de 2015, 
de conformidad con las prescripciones constitucio-
nales y legales, especialmente las contenidas en la 
Ley 5ª de 1992 (Reglamento del Congreso), se dio 
inicio a la discusión del Proyecto de ley número 
0110 de 2015 Cámara, por medio de la cual se mo-

-
res públicos del orden nacional y de los particulares 
que ejercen funciones públicas de modo permanente. 
Autores: honorables Representantes -
ría Restrepo Arango y otros. 

La Presidencia somete a consideración y aproba-
ción la proposición con que termina el informe de 
ponencia, siendo aprobada por unanimidad de los 
honorables Representantes. 

La Presidencia de la Comisión somete a conside-
ración y aprobación el articulado del Proyecto de ley 
número 0110 de 2015, por medio de la cual se mo-

-
res públicos del orden nacional y de los particulares 
que ejercen funciones públicas de modo permanente 
que consta de cuatro (4) artículos. Los artículos 2°, 
3°, y 4° que no tienen proposición son aprobados en 
bloque por unanimidad de los honorables Represen-
tantes. 
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El honorable Representante Dídier Burgos Ra-
 presenta una proposición de eliminación al 

parágrafo del artículo 1°. Es votado y aprobado por 
unanimidad. 

Los honorables Representantes Rafael Paláu, 
presentaron una propo-

sición que es dejada como constancia. 
Posteriormente se somete a consideración el títu-

lo de la iniciativa la cual fue aprobada por unanimi-
dad, quedando de la siguiente manera. Por medio de 

-
nos servidores públicos del orden nacional y de los 
particulares que ejercen funciones públicas de modo 
permanente con votación positiva de los honorables 
Representantes. Igualmente el Presidente pregunta 
a los honorables Representantes si quieren que este 
proyecto de ley tenga segundo debate y contestan 

para segundo debate los honorables Representantes 
áu y 

como Coordinador 
La Secretaría deja constancia que este proyecto de 

ley fue votado por la mayoría que la ley establece. La 
relación completa de la aprobación en primer debate 
del Proyecto de ley número 0110 de 2015 Cámara, 

de retiro de algunos servidores públicos del orden 
nacional y de los particulares que ejercen funciones 
públicas de modo permanente. Consta en el Acta nú-

mero 16 del (25-nov./2015;) de la Sesión Ordinaria 
del Primer Periodo de la Legislatura 2015-2016.

 
COMISIÓN SÉPTIMA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
A los 25 días del mes de noviembre del año dos mil 

quince (25-11-2015), fue aprobado el Proyecto  de ley 
número 110 de 2015 Cámara, por medio de la cual se 

-
res públicos del orden nacional y de los particulares 
que ejercen funciones públicas de modo permanente.

Autores: honorables Representantes 
 y otros, con sus cuatro ar-

tículos.

TEXTOS DEFINITIVOS APROBADOS EN PLENARIA

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CÁMARA 
AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 157 DE 2015 CÁMARA, 004 DE 2015 

SENADO
por medio del cual se establecen instrumentos jurídi-
cos para los desarrollos normativos necesarios para 
facilitar y asegurar la implementación del acuerdo 

-

(Primera Vuelta).
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. La Constitución Política tendrá un 

nuevo artículo transitorio, el cual quedará así:
Artículo Transitorio. Procedimiento legislativo 

especial para la paz. Con el propósito de agilizar y 
garantizar la implementación del Acuerdo Final para 

una Paz Estable y Duradera (Acuerdo Final) y ofre-

manera excepcional y transitoria se pondrá en mar-
cha el Procedimiento Legislativo Especial para la 
Paz, por un período de seis meses, contados a partir 
de la entrada en vigencia del presente acto legislati-
vo y surtida la refrendación del Acuerdo Final. Este 
procedimiento podrá ser prorrogado por un período 
adicional de hasta seis meses mediante comunica-

ción formal del Gobierno nacional ante el Congreso 
de la República.

El Procedimiento Legislativo Especial para la Paz 
se regirá por las siguientes reglas:

a) Los proyectos de ley y de acto legislativo tra-
mitados mediante el Procedimiento Legislativo Es-
pecial para la Paz serán de iniciativa exclusiva del 
Gobierno Nacional, y su contenido tendrá por objeto 
exclusivo la implementación normativa del Acuerdo 

-
trucción de una Paz Estable y duradera;

b) El primer debate de estos proyectos se surtirá 
en una Comisión Legislativa para la Paz integrada 
por los miembros de las Comisiones Primeras de 
Senado y Cámara y doce Congresistas adicionales 
designados por las Mesas Directivas de ambas Cá-
maras en conjunto. Para la designación de los doce 
miembros adicionales, se preservará la represen-
tación proporcional de las bancadas al interior del 
Congreso, asegurando la cuota de género y la parti-
cipación de las minorías étnicas. Las votaciones en 
la Comisión Legislativa Especial se harán en forma 
separada entre los miembros de Senado y Cámara 
de Representantes, de acuerdo con el procedimiento 
establecido para las sesiones conjuntas en la ley;

c) La Mesa Directiva de la Comisión Legislati-
va para la Paz se integrará por las mesas directivas 
de las Comisiones Primeras de Senado y Cámara de 
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acuerdo con el procedimiento de sesiones conjun-
tas. Como Secretaría de esta comisión, actuarán los 
Secretarios de las Comisiones Primeras de Senado 
y Cámara según lo dispuesto en el Reglamento del 
Congreso;

d) El segundo debate de los proyectos de ley se 
surtirá en las Plenarias de cada una de las Cámaras;

e) El segundo debate de los proyectos de acto le-
gislativo se surtirá en las Plenarias de cada una de las 
Cámaras. Una vez el Proyecto de Acto Legislativo 
sea aprobado en segundo debate por ambas plenarias 
pasará a ser promulgado;

-
nes siempre que se ajusten al contenido del Acuerdo 
Final y que cuenten con el aval previo del Gobierno 
nacional;

g) Todos los proyectos podrán tramitarse en se-
siones extraordinarias;

h) En la comisión y en las plenarias se decidirá 
sobre la totalidad de cada proyecto en una sola vo-
tación;

i) El trámite de los proyectos de ley comprende-
rá su revisión previa por parte de la Corte Consti-
tucional en los mismos términos y con los mismos 
efectos previstos en el artículo 153 de la Consti-
tución. Al realizar esta revisión, la Corte Constitu-

-
dos a control de constitucionalidad, tengan como 
objeto exclusivo la implementación normativa del 

la Construcción de una Paz Estable y Duradera. El 
control de constitucionalidad de los actos legisla-
tivos se hará solo por vicios de procedimiento en 
su formación. Los términos de esta revisión se re-
ducirán a la tercera parte de los del procedimiento 
ordinario y no podrán ser prorrogados.

En lo no establecido en este procedimiento es-
pecial, se aplicará el reglamento del Congreso de la 
República.

Parágrafo. Este procedimiento solo podrá apli-
-

mente el Acuerdo Final, a través del mecanismo que 

Artículo 2°. La Constitución Política tendrá un 
nuevo artículo transitorio, el cual quedará así:

Artículo Transitorio. Facultades presidenciales 
de paz. Dentro de los 90 días siguientes a la entrada 
en vigencia del presente acto legislativo y surtida la 
refrendación del Acuerdo Final para la Terminación 

y Duradera (Acuerdo Final), facúltase al Presidente 
de la República para expedir los decretos con fuer-
za de ley exclusivamente necesarios para facilitar y 
asegurar la implementación y desarrollo del Acuerdo 
Final.

Estas facultades podrán prorrogarse por una sola 
vez durante 90 días más mediante Decreto Presiden-
cial. Vencido este plazo las leyes ordinarias necesa-
rias para facilitar y asegurar la implementación del 
Acuerdo Final se tramitarán por el procedimiento 
establecido en el artículo anterior.

Las anteriores facultades no podrán ser utilizadas 
para expedir actos legislativos, leyes estatutarias, 
leyes orgánicas, leyes, códigos ni para decretar im-
puestos.

Los decretos con fuerza de ley que se dicten en 
desarrollo de este artículo tendrán control de consti-
tucionalidad automático y posterior a su entrada en 
vigencia. El procedimiento de revisión de constitu-
cionalidad de estas disposiciones deberá surtirse por 
parte de la Corte Constitucional dentro de los 2 me-
ses siguientes a su expedición.

Parágrafo 1°. Estas facultades solo podrán apli-
-

mente el Acuerdo Final, a través del mecanismo que 

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional al término 
de los 90 días presentará al Congreso un informe de-
tallado sobre el cumplimiento y desarrollo de este 

eventual prórroga de estas facultades.
Artículo 3°. El 

Gobierno nacional durante los próximos veinte años 
incluirá en el Plan Plurianual de Inversiones del Plan 

para la paz priorizando los ciudadanos y las entida-
des territoriales más afectadas por la pobreza rural, 
las economías ilegales, la debilidad institucional y 

a las inversiones ya programadas por las entidades 
públicas del orden nacional y territorial. El Gobierno 
podrá efectuar los ajustes institucionales y normati-
vos necesarios para ejecutar el componente de paz 
del Plan Plurianual de Inversiones. 

Al inicio de cada legislatura el Presidente de la 
República, la Procuraduría General de la Nación, la 
Contraloría General de la República y la Defensoría 
del Pueblo presentarán al Congreso un informe de-
tallado sobre la ejecución de los recursos y cumpli-
miento de las metas del componente para la paz del 
Plan Plurianual de Inversiones. 

Artículo 4°. Vigencia. El presente Acto Legislati-
vo rige a partir de su promulgación.
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SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 10 de 2015
En Sesión Plenaria del día 9 de diciembre de 2015, 

número 157 de 2015 Cámara, 004 de 2015 Senado, 
por medio del cual se establecen instrumentos jurídi-
cos para los desarrollos normativos necesarios para 

-

. (Primera Vuelta). Esto 
-

so legal y reglamentario y de esta manera dar cumpli-
miento con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 
5ª de 1992. Lo anterior, según consta en el Acta de 
Sesión Plenaria número 110 de diciembre 9 de 2015, 
previo su anuncio en Sesión del día 3 de diciembre de 
2015 correspondiente al Acta número 109.
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